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    Como decía D’Israeli, la política es el «arte de gobernar a la humanidad mediante el engaño». En efecto, el espacio de lo político se ha visto siempre como una esfera especialmente propicia para la mendacidad, la hipocresía y la simulación. Y, sin embargo, los políticos de hoy apenas necesitan recurrir a la mentira. ¿Para qué hacerlo si es posible engañar por otros medios? Entre éstos el más eficaz es la construcción de la realidad a la medida de sus intereses. Han adquirido auténtica maestría en el arte del enmascaramiento detrás de marcos, narrativas u otros instrumentos dirigidos a manipular la percepción del mundo. Sobre todo en unos momentos en los que necesitan encubrir su impotencia frente a los dictados de la economía detrás de todo tipo de estratagemas. Su objetivo es convencernos de que son algo más que meros gestores de un sistema económico sobre el que han perdido toda capacidad de iniciativa, impedir que veamos que la democracia ha devenido ya casi en un mero simulacro, y reafirmarnos en la idea de que ellos «importan».




    Los ciudadanos, ante un mundo huérfano ya de una realidad objetiva que sirva de referente común frente al cual contrastar nuestras opiniones, y en ausencia de eficaces medios de argumentación pública, nos mostramos encantados ante la posibilidad de pronunciarnos libérrimamente sobre casi todo. El camino queda expedito para que podamos construirlo «a pesar de los hechos», como parte de nuestra «libertad».


  




  

    

      

    

  




  




  A Rafael del Águila, compañero y amigo.




  In memóriam.




  




  




  El que mira a un verdadero amigo mira, por así decir, a un modelo de sí mismo. Por eso están presentes incluso los ausentes, los pobres se vuelven ricos, se fortalecen los débiles e incluso, lo que resulta más difícil de decir, viven los muertos; tanta es la estima, el recuerdo y la añoranza que les sigue de parte de sus amigos.




  




  Cicerón, De amicitia




  

    




    Advertencia inicial


  




  Éste es un libro escrito por un académico, pero dirigido a un público culto general, no a sus colegas. Y, como ya se sabe, no hay pocos riesgos en este empeño. El principal es que sea considerado por unos como poco «riguroso» y demasiado condescendiente con el lector común; y por otros, como excesivamente abstruso y erudito. Es difícil saber dónde está la fórmula mágica en la que ambos destinatarios puedan llegar a converger. He tratado de evitar los excesos retóricos, las muchas citas y la «pedantería» casi tanto como caer en la banalidad o en la presentación frívola de un tema que considero de la máxima importancia para la calidad de la democracia. Su brevedad y un cierto estilo desenfadado buscan hacerlo accesible a casi cualquier lector, facilitar que no cueste leerlo. Pero soy consciente también de que exigirá un cierto esfuerzo para quienes no están familiarizados con este tipo de literatura. Exigirles este pequeño celo adicional no es una extravagancia del autor. Una de las tesis del libro consiste en denunciar el tipo de cultura cívica en el que estamos inmersos y la necesidad de prestar más atención a lo público de lo que habitualmente hacemos. No sería consecuente por mi parte no predicar con el ejemplo y contribuir a desincentivar un mayor compromiso con la reflexión.




  Uno de los problemas que tenemos los politólogos es que, a pesar de dedicarnos a un objeto que tiene que ver con un tipo de actividad que nos concierne a todos, nos hemos cerrado demasiado sobre nosotros mismos y nuestros propios colegas, y sólo en contadas ocasiones presentamos el resultado de lo que elaboramos a un público más amplio; algo que, por cierto, sí hacen más y mejor los científicos. El resultado es que, paradójicamente, quienes nos dedicamos a este oficio solemos estar ausentes de los debates sobre problemas de la democracia u otros que afectan a la política de hoy. Nuestra presencia en ellos no suele ser requerida cuando se inquiere, por ejemplo, sobre cuestiones tales como cuáles son las opciones para conseguir un mejor sistema de representación política, las dificultades para realizar la justicia distributiva o las deficiencias o virtudes de nuestro orden político. Lo que debería ser nuestro lugar es ocupado ahora de forma creciente por periodistas u «opinadores» de distinta ralea. Sólo se echa mano de los científicos de la política cuando es necesaria alguna aclaración sobre cuestiones específicas, casi siempre de tipo técnico.




  En el caso de la teoría política, en la que yo me ubico, esta situación es bastante más grave, ya que, a decir de Judith Shklar, una de nuestras representantes más ilustres, la función de la teoría política ha consistido siempre «en hacer que nuestras conversaciones y convicciones sobre la sociedad que habitamos sean más completas y coherentes»(1998: 226), en dotarnos de los medios para revisar críticamente los juicios que de modo habitual hacemos sobre ella y cuestionar lo que vemos como posible. Quienes practican esta disciplina estarían obligados a «articular las creencias profundas de sus conciudadanos», y su objetivo consistiría, por tanto, no en «decirles lo que deben hacer o lo que deben pensar, sino en ayudarles a acceder a una noción más clara sobre lo que ya saben y lo que dirían si consiguieran encontrar las palabras adecuadas» (Shklar 1998: 376). En suma, ayudar a los ciudadanos a orientarse en su propio mundo social y político, darles la oportunidad de acceder a instrumentos conceptuales con los cuales ellos después pueden operar por sí mismos. La teoría política aparece así como una especie de comadrona socrática que no dicta lo que hay que hacer, sino cómo abordar los problemas, ubicándolos en un contexto histórico y social específico, y contribuyendo a su dilucidación pública. Pero también, insisto, aguijoneando siempre a los ciudadanos para que no dejen de serlo. Esto y no otra cosa es lo que se intenta en estas páginas.
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    La decadencia de la mentira política


  




  CYRIL: ¡La mentira! Creí que nuestros políticos la practicaban habitualmente.




  VIVIAN: Le aseguro que no. No se elevan nunca por encima del nivel del hecho desfigurado y se rebajan hasta probar, discutir, argumentar. ¡Qué diferente esto con el carácter del auténtico mentiroso, con sus palabras sinceras y valientes, su magnífica irresponsabilidad, su desprecio natural y sano hacia toda prueba! Después de todo, ¿qué es una bella mentira? Pues, sencillamente, la que posee su evidencia en sí misma. Si un hombre es lo bastante pobre de imaginación para aportar pruebas en apoyo de una mentira, mejor hará en decir la verdad, sin ambages. No, los políticos no mienten.




  Oscar Wilde, La decadencia de la mentira




  «Mentiras sinceras»




  «¡Yo no tuve relaciones sexuales con esa mujer!», declaró enfáticamente el presidente Clinton el 26 de enero de 1998 cuando salió a la luz el caso Monika Lewinsky. Esta frase, televisada en todo el mundo, ha pasado a la historia como el epítome de la mentira política expresa, esa «bella mentira que posee su evidencia en sí misma», como dice Vivian en la cita de Oscar Wilde que abre estas páginas. Con todo, y esto es lo curioso, Clinton no faltó a la verdad, no se trataba de una mentira propiamente dicha. Siempre, claro está, que por «relaciones sexuales» se entendiera el coito, lo que solemos llamar relaciones sexuales plenas. No es de extrañar que a partir de entonces, incluso durante todo el proceso de investigación formal, el caso se centrara en esclarecer cada una de las dimensiones que entran en la amplia semántica de dicha expresión, llegándose a una escabrosa relación de actos o prácticas eróticos que mantuvieron en vilo a la opinión pública internacional, encantada de asistir a tan morboso espectáculo. Por ponerlo en palabras de Philip Roth, «fue el verano en el que el pene de un presidente estuvo en la mente de todo el mundo, y la vida, con toda su desvergonzada impureza, confundió una vez más a Norteamérica» (2000: 3). ¿Quién no recuerda la historia del puro habano o la del vestido de la becaria salpicado por el presidente y preservado por ella como si se tratara del brazo incorrupto de santa Teresa?




  Al final, ya en agosto del mismo año, Clinton no tuvo más remedio que reconocer que tuvo una «relación física impropia» –obsérvese el eufemismo– con la becaria, y lamentó haber «confundido» (misled) a su familia, a sus colegas y al público sobre lo que realmente ocurrió. Pero no dijo que hubiera mentido. Implícitamente, pues, mentir no es lo mismo que engañar. Clinton no fue veraz, no fue sincero sobre sus devaneos con Lewinsky y trató de disimular su conducta, poco adecuada para una sociedad puritana, detrás de una frase que no era «falsa» en un sentido técnico, aunque tampoco se correspondiera con la verdad de los hechos. Después de todo, se vio obligado a «rebajarse», a argumentar para ponerse a salvo de la presión mediática. Se amparó en algo que es moneda común en el mundo de lo político, las «medias verdades», los silencios o la hipocresía pura y dura.




  Sea como fuere, y aquí es donde quiero llegar, lo bueno de este ejemplo es que la presunta mentira de un político suscitó un amplio debate sobre los límites de la verdad en la política, sobre si aquélla se ha de extender a su vida privada o, en fin, las mil caras mediante las cuales se distorsiona la realidad amparándose en la dificultad por diferenciar sin ningún género de dudas lo verdadero de lo falso. Quédense con esta idea: la ambivalencia de lo real y las muchas ambigüedades con las que utilizamos el lenguaje favorecen la extensión del engaño y apoderan al político para encontrar salidas allí donde otros nos moriríamos de vergüenza o tiraríamos la toalla. Al poco tiempo, en efecto, el fracaso del proceso de impeachment y la «absolución popular» que mostraban las encuestas permitieron poner un punto final al contencioso público. En democracia, como es sabido, la decisión última la suelen tener los ciudadanos. Fuera de aquellos actos que se someten a un proceso judicial, son ellos quienes evalúan la corrección o incorrección de una conducta política, si es conforme a la verdad o no, o qué tan admisible sea. A ello contribuyó, sin duda, que se tratara de un asunto con componentes de moralidad privada y, aunque a muchos les pesara, sin trascendencia política. Pero también, y esto es algo que siempre nos encontramos detrás de este tipo de «absoluciones», que lo que cuenta al final es tener el apoyo de los propios, de sus seguidores. Ya se sabe, a los nuestros no los enjuiciamos igual que a los demás. El partidismo siempre filtra la realidad a favor de «los nuestros».




  Para volver a encontrarnos con un debate similar hubo que esperar hasta la aparición de otra gran mentira, la afirmación de los gobiernos de George Bush y Tony Blair –y, no nos olvidemos, sus aliados de la foto de las Azores– sobre la posesión de armas químicas y nucleares por parte de Irak. En este caso, además, con consecuencias tan dramáticas como el inicio de una nueva guerra en ese país con todo su reguero de víctimas civiles y militares. Contrariamente al supuesto anterior, en esta ocasión no cabían ya juegos semánticos. O había o no había armas de destrucción masiva en Irak. Y resultó no haberlas. Poco importó, el daño ya estaba hecho y los protagonistas de la mentira se escudaron detrás de la ineficiencia de los servicios secretos estadounidenses y británicos, que aparentemente les pasaron información sobre la reconstrucción del programa de armas nucleares iraquí, avalado por la compra de grandes cantidades de uranio en África, así como por la presunta existencia de contactos desde hacía más de una década entre Al-Qaeda y el gobierno de Sadam.




  Comparado con lo que tuvo que pasar el pobre Clinton por sus jugueteos eróticos con la becaria, Bush y Blair parece que fueron evaluados como si se hubieran limitado a decir «pequeñas mentiras sin importancia», como el título de la reciente película de Guillaume Canet. O, a decir de nuestra Vivian, ¡eso sí que fueron mentiras sinceras y valientes! El presidente Bush consiguió, además, ser reelegido, a pesar de que sus falsedades en torno a Irak fueron cuantificadas en la escalofriante cifra de 935 (cf. Jay, 2010). Al premier británico la campaña de Irak sí acabaría haciéndole algo más de mella a medio plazo, ya que al menos fue sujeto a una investigación formal por su supuesto encubrimiento de la realidad.




  Lo que les protegió a ambos, sin embargo, fue que su engaño se vio beneficiado por esa gran causa justificadora que es la razón de Estado, la madre de casi todas las mentiras políticas que realmente importan. Y esto nos introduce ya en el resbaladizo terreno de hasta qué punto es lícito el ocultamiento de la realidad o la pura mentira por motivos de seguridad nacional, para evitar males mayores o, en fin, por consideraciones prudenciales. La «noble mentira» platónica de la que nuestros «guardianes» están autorizados a valerse cuando lo exigen las circunstancias. A este respecto, la excusa de Blair ante la Comisión de Investigación a la que se le sujetó fue más que clara: «hice lo que pensé que era mejor para mi país». Esa enigmática frase bajo la cual se han cobijado siempre las mayores tropelías. Blair reconoció que dio credibilidad a los informes de los servicios secretos, pero que, en todo caso, Sadam Hussein era un peligro para la seguridad internacional y debía ser depuesto por cualquier medio. Una «causa justa», pues. Frente a este empeño moral, liberar al mundo de ataques terroristas indiscriminados y deponer a un dictador para expandir la democracia por su país, algo tan «nimio» como decir o no la verdad era más que excusable. Fíjense: ¿qué es una mentira a la ciudadanía frente a algo tan noble como devolver la libertad a un país sojuzgado y garantizar la seguridad internacional? Con razón, Hannah Arendt, una filósofa política que nos encontraremos profusamente en estas páginas, decía que los arcana imperii, los secretos de Estado, y las mentiras deliberadas con el objetivo de alcanzar fines políticos nos vienen acompañando desde el comienzo de la historia registrada. «La veracidad nunca se ha contado entre las virtudes políticas, y las mentiras se han visto siempre como instrumentos justificados en las transacciones políticas» (1972: 4).




  El principal problema que nos encontramos en este punto, aparte de puras consideraciones éticas, es que no existe una nítida frontera que separe el «interés nacional» del «interés político» específico del gobernante. Y esto nos conduce ya a un tercer ejemplo de mentiras políticas explícitas, la afirmación de José María Aznar de que los autores de los atentados del 11-M eran miembros de ETA, a pesar de que ya existían claros indicios de la participación del terrorismo islamista. La proximidad de las elecciones y la sorprendente confianza en que una responsabilidad etarra beneficiaría las expectativas de su partido le llevó a adoptar la peor decisión posible, mentir sobre algo que había desgarrado al país. Al engaño habría que añadir también, por ser un poco cínicos, la inoportunidad de recurrir a una mentira cuando no se controlaba la información de la que dispondría la ciudadanía en el momento de los comicios. Desde una perspectiva estrictamente maquiavélica, le hubiera convenido más decir la verdad. Ya sabemos que para el sabio florentino lo importante no es la moralidad de la acción en sí misma, sino si a través de ella se consigue el éxito buscado. Son sus consecuencias las que condicionan el que se apliquen o no principios morales. Y si éste se logra mejor diciendo la verdad, ¿para qué recurrir a una mentira? Aznar fue, por tanto, mentiroso y torpe a la vez. Seguramente fueron ambas consideraciones las que al final propiciaron el triunfo de la oposición.




  Lo que hace de este aciago episodio de la historia de España un magnífico estudio de caso sobre mendacidad y política no es sólo la actitud de Aznar y su gobierno. Más importancia, si cabe, tuvo el intento por parte de un sector de la prensa de derechas española por porfiar en la idea de que la mentira de Aznar era solamente parcial. En realidad, el atentado obedecería a una siniestra conspiración dirigida a expulsar al PP del poder, urdida por una extraña mezcolanza de policías españoles, etarras, terroristas islámicos y servicios secretos extranjeros. El objetivo de esta teoría de la conspiración no era otro que subvertir la posible legitimidad del PSOE en su victoria del 14-M, aunque para ello se tuviera que construir una frágil narrativa en la que las diferentes piezas se iban encajando de forma tortuosa y siguiendo un elaborado plan para arrojar todas las dudas posibles sobre la versión oficial. La sentencia condenatoria sobre los culpables, que se supone que es la «verdad judicial», lejos de cerrar el contencioso, siguió dando munición a quienes se resistían a creer en la versión dominante. Dejando de lado muchos de los elementos paranoides que anidaban en esta explicación paralela de lo que para la mayoría ya había quedado meridianamente claro, lo cierto es que constituye un magnífico ejemplo de cómo el espacio de la política se pliega a una extraordinaria construcción de la realidad para ajustarla a fines políticos específicos. Incluso a costa de distorsionarla con saña. Da igual.




  Lo más sobresaliente es que muestra la facilidad con la cual determinadas lecturas de lo real consiguen hacerse un hueco en el mercado de las opiniones sin que exista algún tipo de filtro que impida que floten en el espacio público como si fueran verdad. Según el enclave mediático que frecuentemos accederemos a una u otra versión de esa supuesta realidad. Y la imputación de cuál sea la versión «mentirosa» dependerá, pues, de la perspectiva desde la que la contemplemos. Otra llamada de atención: el perspectivismo interesado lo empapa todo en política. ¿Quién de nosotros no tiene algún amigo que sigue dando verosimilitud a la versión conspirativa? Algunos piensan incluso que el 11-M fue un golpe de Estado en toda regla, otros prefieren mantener sus dudas sobre la versión oficial, aunque no se adscriban necesariamente a todos los detalles del relato ofrecido por la prensa que la divulgó. Y los más se han olvidado ya del asunto y prestan su atención a otros nuevos.




  Pero hay algo que queda, que permanece flotando en el ambiente y en las conciencias de los ciudadanos: la sospecha, la desconfianza hacia lo que se nos dice y se nos escenifica en el espacio público. Y su efecto, como veremos, no siempre se traduce en la búsqueda de la verdad, sino todo lo contrario.




  La política como el reino de la mentira




  Como es obvio, los ejemplos pueden extenderse casi hasta el infinito. Porque, desde sus orígenes, el mundo de la política se ha visto siempre como una esfera especialmente propicia para la mendacidad, la simulación y el engaño. Y no sólo en los sistemas autoritarios, donde la «mentira organizada» forma parte de su estrategia de gobierno habitual. También las democracias son acusadas de fomentar la hipocresía y el encubrimiento de intereses o fines, y de sostenerse sobre ficciones que no se corresponden con la realidad. En la naturaleza de la política está el «estar en guerra con la verdad» (H. Arendt, 1968: 239) en todas sus formas; la política como el espacio de las opiniones fluctuantes y las mentiras estratégicas. Recordemos la definición de política de Benjamin Disraeli como «el arte de gobernar a la humanidad mediante el engaño» (cf. Barnes, 1994).




  La acusación de mentir se arroja libremente entre las fuerzas políticas, se reitera una y otra vez por los medios de comunicación y, en fin, es quizá la causa principal de la creciente desconfianza de los ciudadanos hacia los políticos. Recordemos que en inglés el término truth, ‘verdad’, viene de la misma raíz etimológica que trust, ‘confianza’. Motivos no les faltan: promesas electorales incumplidas, afirmaciones que quedan sin corroborar, formas tendenciosas de definir la realidad y un largo etcétera que iremos analizando en este libro. No es de extrañar que la búsqueda de la transparencia y el desvelamiento de la mendacidad se haya convertido en nuestros días en uno de los fines principales de los medios de comunicación más serios y rigurosos. En realidad, desde siempre. La prensa libre e independiente va indisolublemente unida al objetivo de contrastar lo aparente con lo real, o al menos debería estarlo. El problema, y lo anunciamos ya desde el principio, es que, por algunas de las causas que veremos con detalle, hemos accedido a una situación donde esta finalidad está lejos de realizarse. Hoy más que nunca comienza a extenderse la sospecha de que vivimos en la mentira, en la esfera de las medias verdades, de la simulación y de las realidades aparentes. Lejos de haberse producido el fin ilustrado de emanciparnos del engaño parece que nos regodeamos en él. No ya sólo porque se mienta, porque se busque la afirmación de algo que es contrario a lo que nos consta –o creemos que nos consta– como verdadero, sino porque estamos en una situación en la que el mero hecho de propugnar la verdad es visto como un empeño casi hasta ingenuo. Como diría el sofista Trasímaco respecto de la justicia, la verdad en política no es sino una «generosa inocencia».




  Como se pueden imaginar, si esto es así no es porque los políticos sean mentirosos compulsivos. La responsabilidad de este estado de cosas hay que imputársela a las peculiaridades del propio objeto que aquí nos atañe, la política democrática. Su creciente sujeción a la necesidad de ofrecer explicaciones públicas ha convertido a los políticos en maestros del enmascaramiento, los ha curtido en un extraordinario manejo en la construcción de la realidad y en formular todo tipo de estrategias para justificar sus actos. De ahí que, además de la mentira propiamente dicha, la hipocresía aparezca siempre asociada a la política como uno de sus rasgos más distintivos.




  Como es sabido, el término viene del griego hypokrites, que significa ‘actor’, y deriva del verbo hypokrynein, ‘fingir’, ‘exagerar’, ‘sobreactuar’. Un hipócrita es, en este sentido, alguien que se presenta como lo que no es, aunque no siempre busque mentir –muchos hipócritas al final acaban creyéndose sus propios disfraces–. Judith Shklar, una de las teóricas políticas más lúcidas de los últimos tiempos, enmarca la hipocresía dentro de sus «vicios ordinarios», aquellos que son inevitables y cotidianos, y que tienen un impacto distinto según se desplieguen en el ámbito público o privado. La hipocresía en concreto, tan denostada en la esfera de las relaciones interpersonales, es enjuiciada en su libro como un elemento casi inevitable en la pugna política, ya que «permite llevar máscaras, desempeñar diferentes roles»; o sea, racionalizar la posición propia. A la inversa, generalmente por parte de un adversario, facilita el correlativo e «incesante juego de desenmascaramiento continuo». Y añade, «mientras cada parte trata de destruir la credibilidad de su rival, la política se convierte en una fábrica de simulación y desenmascaramiento» (1984: 67).




  Todos sabemos que en la vida pública hay «buenas razones» para el fingimiento, y que, sin necesidad de recurrir a la mentira, sus representantes muchas veces se ven obligados a no decir lo que debían, a responder preguntas difíciles que requieren respuestas delicadas, a escurrir el bulto. En esto último las sesiones de control parlamentario son una fuente casi inagotable. No estaría de más que alguna vez se computaran las respuestas fallidas. Es decir, aquellas que no se contestan; las que se trasladan a otra pregunta retórica –a la gallega–; o, en el caso de una acusación específica, se rebotan mediante otra imputación –generalmente remitiéndose al pasado– contra el grupo parlamentario que las presenta. Esto provoca en el público una incómoda sensación de simulacro, como si estuviéramos asistiendo a una farsa. Sabemos también que la sobreactuación forma parte del repertorio de los comportamientos políticos habituales, algo en lo que los parlamentarios británicos son verdaderos expertos. Asistir a alguna de sus sesiones es como entrar en una representación teatral, con risas o abucheos programados; asentimientos o negaciones con la cabeza por parte de la bancada del gobierno o la oposición perfectamente sincronizados; discursos llenos de énfasis y magníficas tácticas retóricas. Ya sabemos que la escuela británica ha dado siempre en el teatro y el cine el mejor plantel de actores, y también a los políticos más elocuentes. Puede que ello les venga de su pasado puritano, donde la supervivencia social dependía de qué tan bien se aplicaran las artes del fingimiento público. Quizá por eso mismo, cuando a alguno de ellos se le descubre un lío de faldas –o de pantalones– la sanción es tan tremenda. En contra de lo que se piensa, más que por puritanismo es porque no han sabido estar a la altura de una sociedad que ha hecho de la simulación un arte.




  En su día fueron la sociedad cortesana, por un lado, y el celo religioso, por otro, quienes promovieron la hipocresía. En el primer caso como medio para sobrevivir socialmente en un mundo cargado de convenciones y maneras que se iban codificando a marchas forzadas y en el que, como bien describe François de La Rochefoucauld, la hipocresía acaba convirtiéndose en el «tributo que el vicio paga a la virtud»; en el segundo, como medio para escaparse a la persecución de los disidentes frente al rigorismo religioso. Hoy, ya dentro de sistemas democráticos, son los medios de comunicación los que la convierten en algo inevitable e incluso la incentivan. Del mismo modo en que, como nos decía Judith N. Shklar, gobierno y oposición juegan a desenmascararse unos a otros, los medios participan en ese juego circular como verdaderos representantes de la antihipocresía, aunque no siempre en la misma dirección, claro. Y esto provoca otro interesante efecto, la intensificación del fingimiento como mecanismo de defensa frente a una observación mediática sin descanso. Los políticos no se pueden relajar porque los periodistas tampoco lo hacen. En estos momentos en los que predomina lo políticamente correcto y la moralina suple muchas veces a la moral, toda declaración, todo gesto, es observado con lupa. Los lapsus de los políticos que se recogen a micrófono abierto son a estos efectos un verdadero filón, porque consiguen extraer declaraciones que pueden fulminar en segundos una estrategia de imagen largamente elaborada. «Yo creo que hemos tenido una inmensa suerte de poder darle un puesto a IU (en Caja Madrid) quitándoselo al hijo de puta», se escuchó una vez a Esperanza Aguirre refiriéndose a Alberto Ruiz Gallardón. O el «la reforma laboral me costará una huelga general» que dijo Rajoy mientras platicaba animadamente con el primer ministro holandés, bastante antes de que los ciudadanos españoles tuvieran alguna noticia de por dónde iba a ir la reforma del mercado de trabajo.
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